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INFIDELIDAD A LOS DEBERES PROFESIONALES Y ABUSO DE CONFIANZA - ABOGADO / PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL / NIEGA. “[L]a irregularidad en que se afirma incurrió la letrada, o más concretamente el medio fraudulento que según se afirma utilizó, fue el silencio que mantuvo de tal negociación frente a sus clientes, a quienes no informó de tal circunstancia y mucho menos que a consecuencia de ello en esa misma oportunidad recibiera una suma de dinero, y que mes a mes recibiría otras cantidades hasta completar en octubre 14 de 2009 la totalidad del monto acordado, esto es, los $208.000.000.oo. Se sostiene igualmente, que no obstante que esos plazos se cumplieron y la abogada MARULANDA RESTREPO recogió la totalidad del dinero, mantuvo su silencio, y de ello, como así lo indicó el representante de los afectados que denunció a su predecesora, solo se enteraron las víctimas cuando al hacérsele el requerimiento pertinente a tal profesional, la misma le hizo entrega al nuevo apoderado de la suma de $10.000.000.oo, lo cual se concretó en septiembre 21 de 2012, como lo refirió la fiscal al oponerse a la petición preclusiva e igualmente lo corroboró el actual abogado de los afectados. Para la Sala, la prescripción para tal conducta no puede ser aquella aludida por el recurrente, esto es, diciembre 15 de 2008, como quiera que para ese momento no se cometió en sí misma ilicitud alguna, dado que la abogada hoy denunciada estaba realizando un acto para el cual se encontraba debidamente autorizada por el poder conferido (transar y recibir). Si hubo una ilicitud esta se concretó posteriormente cuando decidió ocultar ese dinero ante los ojos de sus poderdantes, y persistió esa omisión hasta el instante en que de forma directa ora por intermedio de su nuevo apoderado, se percataron que la misma había recibido esas cantidades, se las reclamaron, y solo entregó una parte –inicialmente abonó la suma de $10.000.000 en septiembre 21 de 2012, y en mayo 20 de 2016 efectuó otro abono en cuantía de $20.000.000, como se dijo en el escrito acusatorio-. E igual situación cabe pregonarse de la conducta contra el patrimonio económico, concretamente el abuso de confianza, porque si nos atenemos a los cargos formulados y que deberán ser por supuesto tema de comprobación en el juicio, fue en septiembre 21 de 2012 cuando la hoy acusada exteriorizó su voluntad de no hacer entrega de la totalidad del dinero recibido, o lo que es lo mismo, de apropiarse de una parte de lo percibido a título de indemnización a nombre de sus procurados, como quiera que muy a pesar del requerimiento formal que se le estaba haciendo solo entregó diez millones, cuando lo entregado a ella por la empresa con la cual hizo la transacción ascendió a 208’000.000.oo, que se entendía debían estar en poder de la hoy procesada para aquél instante. (…) Así las cosas, como el término prescriptivo de la acción penal debe empezar a contarse a partir de septiembre 21 de 2012, dado que las conductas atribuidas comportan una pena de 76 meses de prisión, es evidente que a la fecha de imputación -mayo 20 de 2016- no había transcurrido dicho lapso, máxime que con la formulación de imputación se interrumpió ese término y a partir de ahí empezó a correr de nuevo término que para ambas ilicitudes se presentaría en mayo 20 de 2019. En consecuencia, se estima que la providencia adoptada se encuentra ajustada a derecho y por ende se acompañará la decisión de primer nivel.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, nueve (9) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN No 1138
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 9 de 2016. 8:30 a.m.

	Imputada: 
	Fanny Stella Marulanda Restrepo

	Cédula de ciudadanía:
	42.070.159 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Infidelidad a los deberes profesionales y  abuso de confianza

	Víctima:
	La eficaz y recta impartición de justicia y el patrimonio económico

	Procedencia:
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto proferido en noviembre 3 de 2016, por medio del cual se negó la preclusión de la acción penal. SE CONFIRMA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En el escrito de acusación presentado al juzgado de conocimiento en agosto 16 de 2016, se dejó consignado lo siguiente:

“La abogada FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO aceptó poder otorgado por Ma. LIBIS SINTUA BAILARÍN, ÓSCAR DARÍO CHECHE PEPE, LUZ DARY, ARIEL, ANCISAR, ROSALINA, ALIRIO Y ANA MARCELA CHECHE SINTUA, para tramitar proceso ordinario de mayor cuantía contra las sociedades FLOTA OCCIDENTAL S.A. y SEGUROS S.A., correspondió al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad Rad. 190/2006, despacho [que] el 27 de noviembre de 2008, emitió sentencia condenando al pago aproximado de $420.000.000, a favor de los demandantes, decisión confirmada por el Tribunal Superior Sala Civil Familia, el 27 de enero de 2010. No obstante, la abogada sin consultar a las víctimas, celebró transacción con la sociedad FLOTA OCCIDENTAL S.A. y la obligación quedó en $208.000.000, cuyo pago fue diferido en diez cuotas, pagadas en cheques la primera el 15 de diciembre de 2008 por $60.000.000, el saldo cuotas mensuales de $14.800.000, pero las víctimas ni se enteraron de este contrato, ni recibieron reconocimiento en dinero, cuando las mismas pertenecen al resguardo indígena Embera Chamí de Pueblo Rico y solo ÓSCAR DARÍO CHECHE PEPE habla español. El 21 de septiembre de 2012 la abogada abonó $10.000.000, ante la reclamación del nuevo representante de las víctimas.”

A la procesada, identificada como FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO, se le imputó en mayo 20 de 2016 los tipos penales de abuso de confianza e infidelidad a los deberes profesionales, descritos en los artículos 249 y 445 del Código de Penas, conductas que no aceptó.

1.2.- En agosto 16 2016 se recibió escrito de acusación que le fuera asignado al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y una vez se iba a desarrollar la audiencia de formulación de acusación (noviembre 4 de 2016), el abogado de la procesada solicitó la preclusión de la actuación al haberse presentado el fenómeno de la prescripción de la acción penal, en cuanto en su sentir la conducta de infidelidad a los deberes profesionales se perfeccionó en diciembre 15 de 2008, cuando la abogada realizó una maniobra que perjudicó los intereses de las víctimas y por ello para la fecha de la imputación -mayo 20 de 2016- ya  la infracción había prescrito, en tanto en la misma no se le imputó agravante alguno. En relación con el ilícito de abuso de confianza, el último pago que percibió fue en octubre 14 de 2009 y desde allí se debe contar dicho plazo de 72 meses, que igualmente se encontraba superado para el momento en que se le formularon cargos. 
La Fiscalía se opuso al considerar que el abuso de confianza prescribe en 8 años, pues se extendió hasta la época actual donde se presentaron actuaciones que se deben tener en cuenta para computar ese lapso, máxime que las víctimas solo se enteran de la situación cuando pretendían cobrar el dinero y no puede tenerse la fecha de celebración de la transacción como aquella para contar la prescripción, sino el año 2012 cuando los afectados se percatan de lo sucedido. Y en lo que tiene que ver con la infidelidad a sus deberes profesionales, el delegado aduce que esa conducta se dio dentro de un proceso penal y por ende se incrementa en una tercera parte, porque aunque el delito se empezó a ejecutar en el año 2012, aun continúa al no cancelarle a los indígenas el dinero que les corresponde.
El apoderado de víctimas esgrime que sus clientes son miembros de una comunidad indígena, de los cuales solo uno habla español, y la transacción per se no es delictiva por cuanto estaba autorizada para tranzar conforme el poder otorgado, por lo cual el término prescriptivo debe contarse desde el año 2012 cuando éstos se enteran de lo sucedido, ya que al reclamar el dinero dentro de un proceso ejecutivo se presentó la excepción por pago, momento en el cual se percatan de la situación anómala.
El Ministerio Público aduce que de la argumentación defensiva se reconoce que la abogada se apropió del dinero con diferentes maniobras que ejecutó desde diciembre 15 de 2008, y terminaron en septiembre 14 de 2009, por lo cual se debe tener en cuenta ese último acto defraudatorio. Pero acá se olvidó que existe unidad de delito, por haber identidad de sujeto, un mismo modus operandi, y un fin que era el de apropiarse del dinero, a consecuencia de lo cual y acorde con el parágrafo del canon 31 C.P., se debe aumentar la pena en una tercera parte, y la sanción a imponer quedaría en 8 años, los que contados a partir del año 2009 culminarían en septiembre 13 de 2017. Todo ello implica que no se ha presentado el fenómeno prescriptivo, debiéndose tener en cuenta que la conducta de abuso de confianza no es simple sino calificada al haberse actuado a raíz de las facultades discernidas por autoridad pública, aunque ello no le fue endilgado en la imputación ni corregido en la acusación, por lo que se debe respetar el principio de congruencia.
1.3.- El a quo negó lo pedido al estimar que la profesional debía comunicar los resultados de su gestión una vez el Tribunal confirmó la decisión del juzgado, pero prefirió hacer uso de las facultades otorgadas en el poder y a motu proprio negoció sin el consentimiento de los poderdantes, quienes solo se enteran de ello cuando por medio de otro gestor requieren a la abogada y ella decide abonar a las víctimas apenas $10.000.000.oo, lo que materializó el delito en tanto a partir de esa oportunidad las víctimas se dieron cuenta de los hechos. De ese modo -asegura- para la fecha en que se efectuó la imputación que suspende los términos para prescripción, aún no había transcurrido el término para la aplicación de tal figura.

Inconforme con la decisión, el defensor interpuso y sustentó recurso de  apelación.

2.- Debate

2.1.- La defensa -recurrente- 
El plazo prescriptivo corre a partir de su consumación al tratarse de conductas instantáneas, y en este caso para el delito de infidelidad a los deberes profesionales lo fue en diciembre 15 de 2008 cuando la abogada suscribió el documento de transacción que perjudicó los intereses de las víctimas, máxime que en ninguna parte del art. 84 C.P. se habla de las calidades de éstas o qué tiempo tienen para denunciar desde el momento en que se dan cuenta, lo que si sucede para la caducidad de la querella, debiéndose por tanto observar que en los cargos elevados no se imputó agravante alguno, a consecuencia de lo cual debemos atenernos a los términos de esa imputación. Ni tampoco puede imputársele agravantes por el hecho de que fuera denunciada penalmente, en cuanto el inciso 2º del artículo 445 C.P. dice expresamente: “si la conducta se realiza en asunto penal, la pena imponible se aumentará en una tercera parte”, porque la infidelidad para el presente caso se cometió en un proceso civil. 
Pide se revoque lo decidido ya que el período de prescripción es claro, preciso y conciso, al no existir ninguna salvedad, máxime que el tema de la querella no es el debatido en esta situación. Agrega que el fenómeno prescriptivo debe correr para el delito de infidelidad a partir de diciembre 15 de 2008, y para el abuso de confianza desde septiembre 14 de 2009, cuando se cometió el último acto, por lo cual para la fecha de la formulación de imputación -mayo 20 de 2016- ambas conductas se encontraban prescritas.

2.2.- Fiscal –no recurrente- 
Pide se confirme la decisión proferida porque el defensor no hizo alusión a lo sucedido en septiembre 21 de 2012, instante en el cual la indiciada hizo un abono de $10.000.000.oo a lo adeudado debido a la reclamación que se le efectuó de parte del nuevo apoderado de las víctimas, como situación que tiene incidencia en la prescripción ya que estamos en un delito contra el patrimonio económico y se tenía la esperanza que diera cumplimiento con lo transado. Abono que igualmente se dio en mayo 20 de 2016 al momento de formularse imputación donde entregó $20.000.000.oo según se dejó consignado en la acusación, y de lo cual tampoco nada dice la defensa.
Aduce que es a partir de esa fecha que se debe contar el término prescriptivo para el abuso de confianza y la infidelidad a los deberes profesionales, como situación que también sucedió dentro de la denuncia penal; en consecuencia, la conducta se ha prolongado porque aunque hizo un contrato de transacción que es válido y legal, de todas formas la profesional del derecho se apoderó de un dinero que correspondía a las víctimas.
2.3.- Apoderado de víctimas –no recurrente- 
Si bien para la defensa la prescripción se debe contar a partir de diciembre 15 de 2008, estima que el contrato de transacción no configura delito alguno por estar autorizada para ello en tanto tenía amplias y expresas facultades; por ende, no puede predicarse que por el mero hecho de haberlo suscrito se incurría en el delito, ya que éste se ejecutó fue con posterioridad, concretamente cuando se empezó a dar cumplimiento a ese contrato. En esos términos solicita que se dé conformación a la providencia recurrida.
2.4.- Ministerio Público –no recurrente- 
Aduce que en punto de la obtención de la indemnización, ello se dio dentro del marco de la legitimidad, pero su infidelidad a los deberes profesionales está representada en el silencio malicioso en que incurrió la togada al no comunicarle a sus clientes acerca de los resultados de su gestión, lo cual se devela cuando se ve obligada a reconocer que sí había recibido la indemnización, máxime que el asunto debe mirarse en su contexto, pues los destinatarios son personas iletradas que desconocen nuestra lengua, lo cual les impedía acceder a la información correspondiente, y la única fuente para ello era precisamente su apoderada judicial. Así las cosas, el delito de infidelidad a los deberes profesionales se concretó en el año 2012, al ser el instante en que decide romper ese silencio y hacer entrega a los mandantes de una irrisoria suma de dinero, por lo que la imputación se dio en tiempo oportuno.  
Con respecto al abuso de confianza expresa que  la última actuación se dio en septiembre 14 de 2009, debiéndose tener en cuenta el incremento del parágrafo del art. 31 C.P., pues la calificación del delito deviene provisional y es susceptible de ser corregida y adicionada en la acusación, fase que no se ha evacuado, pues en su sentir la conducta no es simple sino calificada, por lo que tal ilicitud tampoco ha prescrito.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se reduce básicamente a establecer el grado de acierto de la decisión proferida en primera instancia, en cuanto negó a la defensa la prescripción de la acción penal. 

3.3.- Solución a la controversia
La situación problemática a la que se contrae la tesis propuesta por el apoderado de la señora FANNY STELLA MARULANDA, se hace consistir en determinar si con antelación a la fecha mayo 20 de 2016, instante en que se le formuló imputación a la referida togada por los delitos de infidelidad a los deberes profesionales y abuso de confianza, ya había operado el fenómeno prescriptivo de la acción penal. Lo dicho con fundamento -según el defensor- en que tales comportamientos se presentaron en diciembre 15 de 2008 (fecha de la transacción con la parte demandada) y octubre 14 de 2009 (fecha en que la apoderada recibió el último pago derivado de esa transacción), respectivamente, como quiera que inicialmente la abogada suscribió una transacción con la empresa FLOTA OCCIDENTAL S.A., sin informarle a sus clientes y con miras a obtener el pago de la suma de $208.000.000.oo por los perjuicios ocasionados a las víctimas, lo cual se concretó de manera fraccionada en 10 cuotas.
El juez de instancia estimó que ello no había operado porque las conductas endilgadas se materializaron cuando la togada le hizo entrega a las víctimas, por medio de otro abogado, de la suma de $10.000.000.oo, momento en el cual los afectados se enteraron de lo sucedido. Situación ésta en la cual coincidieron Fiscalía, apoderado de víctimas, y Ministerio Público quien además argumentó que se debía tener en cuenta el incremento de una tercera parte a la que alude el parágrafo del art. 31 por tratarse -en su sentir- de un delito masa, así como existir una circunstancia que califica la actuación de la apoderada constitutiva de abuso de confianza -concretamente la referida en el numeral 1º del artículo 250 C.P., cuando reza: “abusando de funciones discernidas, reconocidas, o confiadas por autoridad pública”-.
Lo que el Tribunal tiene para decir a ese respecto, es lo siguiente:

De la información obrante en la carpeta del caso que fuera facilitada por la fiscalía, se aprecia que con ocasión de la denuncia que el nuevo apoderado de las víctimas formuló en noviembre 26 de 2012 en contra de la togada FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO por haberse apropiado de la suma de $208.000.000.oo que recibió como resultado de una transacción que realizó con la empresa FLOTA OCCIDENTAL, se adelantó el correspondiente programa metodológico de investigación y como resultado del mismo la Fiscalía procedió a imputar cargos a la abogada indiciada ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) en mayo 20 de 2016, por las conductas de abuso de confianza en concurso con infidelidad a los deberes profesionales, los cuales no aceptó.

De conformidad con lo reglado en el canon 292 de la Ley 906/04, la formulación de cargos interrumpió el término prescriptivo, el cual comenzó a correr por un plazo igual a la mitad del estipulado en el artículo 83 del Código Penal, sin que pudiera ser inferior a 3 años.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 249 del estatuto punitivo, el ilícito de abuso de confianza tiene consagrada una pena de prisión que oscila entre 16 a 72 meses de prisión, y el canon 445 ídem tiene aparejada para el delito de infidelidad a los deberes profesionales igual sanción.
Se extracta en síntesis, que para la defensa las fechas para computar el término prescriptivo en relación con las conductas endilgadas deben ser en concreto las siguientes: (i) infidelidad a los deberes profesionales:  diciembre 15 de 2008, al ser este el momento en que su cliente suscribió, sin informarles a las víctimas, el contrato de transacción; y (ii) abuso de confianza: octubre 14 de 2009, al ser la última ocasión en la cual la abogada se apropió de los dineros que le fueron entregados por parte de la empresa FLOTA OCCIDENTAL, como consecuencia del acuerdo de transacción. Lo anterior obedece, a que el primer delito se trata de un delito de ejecución instantánea que se perfeccionó en el instante en que la abogada suscribió el documento conciliatorio con la empresa; en tanto el segundo ilícito sería de ejecución permanente, la que persistió hasta cuando recibió la última suma de dinero acordada.
En criterio de la Corporación, los planteamientos esbozados por el apoderado recurrente no poseen la contundencia suficiente para darle asidero a su postura, por cuanto para determinar la fecha a partir de la cual se deben contar los términos prescriptivos en este preciso asunto, no basta con referir esas dos puntuales circunstancias, como así lo hicieron ver los demás intervinientes, cuyas posiciones, aunada a la del juez de instancia, serán las que acogerá la Sala, como pasa a verse:

En cuanto al ilícito de infidelidad a los deberes profesionales y conforme lo señalado por la parte recurrente, en diciembre 15 de 2008 la hoy procesada FANNY STELLA MARULANDA RESTREPO realizó transacción con la empresa FLOTA OCCIDENTAL S.A. por medio de la cual se acordó que ésta  cancelaría la suma de $208’000.000.oo como resultado del proceso ordinario de mayor cuantía que se adelantó ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta capital, y en el cual se había adoptado sentencia que favorecía los intereses de las víctimas, todas ellas representadas por la abogada MARULANDA RESTREPO.

Fue precisamente en ejercicio de ese derecho de postulación que le otorgaron los afectados, como así lo indicó acertadamente el apoderado de víctimas, que la misma tenía la facultad de realizar tal acuerdo transaccional con la empresa demandada, según así acaeció, y, por tanto, tal actividad de la profesional, contrario a lo argumentado por el recurrente, no se observa como irregular, ni mucho menos tiene carácter ilícito, porque esa era precisamente una función que se le había otorgado por parte de sus prohijados.
Pero como de igual modo lo señaló con buen tino el representante del Ministerio Público, la irregularidad en que se afirma incurrió la letrada, o más concretamente el medio fraudulento que según se afirma utilizó, fue el silencio que mantuvo de tal negociación frente a sus clientes, a quienes no informó de tal circunstancia y mucho menos que a consecuencia de ello en esa misma oportunidad recibiera una suma de dinero, y que mes a mes recibiría otras cantidades hasta completar en octubre 14 de 2009 la totalidad del monto acordado, esto es, los $208.000.000.oo.
Se sostiene igualmente, que no obstante que esos plazos se cumplieron y la abogada MARULANDA RESTREPO recogió la totalidad del dinero, mantuvo su silencio, y de ello, como así lo indicó el representante de los afectados que denunció a su predecesora, solo se enteraron las víctimas cuando al hacérsele el requerimiento pertinente a tal profesional, la misma le hizo entrega al nuevo apoderado de la suma de $10.000.000.oo, lo cual se concretó en septiembre 21 de 2012, como lo refirió la fiscal al oponerse a la petición preclusiva e igualmente lo corroboró el actual abogado de los afectados.

Para la Sala, la prescripción para tal conducta no puede ser aquella aludida por el recurrente, esto es, diciembre 15 de 2008, como quiera que para ese momento no se cometió en sí misma ilicitud alguna, dado que la abogada hoy denunciada estaba realizando un acto para el cual se encontraba debidamente autorizada por el poder conferido (transar y recibir). Si hubo una ilicitud esta se concretó posteriormente cuando decidió ocultar ese dinero ante los ojos de sus poderdantes, y persistió esa omisión hasta el instante en que de forma directa ora por intermedio de su nuevo apoderado, se percataron que la misma había recibido esas cantidades, se las reclamaron, y solo entregó una parte –inicialmente abonó la suma de $10.000.000 en septiembre 21 de 2012, y en mayo 20 de 2016 efectuó otro abono en cuantía de $20.000.000, como se dijo en el escrito acusatorio-. 
E igual situación cabe pregonarse de la conducta contra el patrimonio económico, concretamente el abuso de confianza, porque si nos atenemos a los cargos formulados y que deberán ser por supuesto tema de comprobación en el juicio, fue en septiembre 21 de 2012 cuando la hoy acusada exteriorizó su voluntad de no hacer entrega de la totalidad del dinero recibido, o lo que es lo mismo, de apropiarse de una parte de lo percibido a título de indemnización a nombre de sus procurados, como quiera que muy a pesar del requerimiento formal que se le estaba haciendo solo entregó diez millones, cuando lo entregado a ella por la empresa con la cual hizo la transacción ascendió a 208’000.000.oo, que se entendía debían estar en poder de la hoy procesada para aquél instante.
Ahora bien, en cuanto a si se trata de un abuso de confianza simple o calificado, desde luego que la judicatura debe atenerse al cargo en principio formulado por el ente persecutor; esto es, sin circunstancia de calificación, lo que no impediría que la Fiscalía modificara la imputación jurídica provisional de cargos, al momento de evacuarse la audiencia de formulación de acusación, como lo sostuvo el representante de la sociedad. Y de ser así, desde luego que el fenómeno prescriptivo de la acción penal por este concreto punible mucho menos habría adquirido firmeza.

Significa lo anterior, en síntesis, que en criterio de la Corporación, al haber efectuado la abogada MARULANDA RESTREPO ese abono en septiembre 21 de 2012, tal fecha es la que debe marcar la pauta para determinar que es a partir de ese instante cuando se perfecciona la comisión de los delitos de infidelidad a los deberes profesionales y abuso de confianza, pero no por el hecho de que haya sido la fecha en que las víctimas tuvieron conocimiento de la ilicitud, porque como lo aduce el recurrente tal circunstancia no es un requisito para fijar los límites de la prescripción, sino por cuanto, como ya se indicó, fue la oportunidad en la cual supuestamente se hizo visible probatoriamente hablando, su intención de no hacer devolución del dinero recibido y, de contera, la voluntad de apropiación en los términos aludidos en el pliego acusatorio.
Lo dicho, con un aditamento, que aún no está claro: (i) las condiciones del susodicho mandato, y más concretamente los términos de esa facultad para recibir y posteriormente entregar lo recibido; (ii) el porcentaje real de la cuota litis; y (iii) si hubo o no hubo contratiempos para poner en conocimiento de las víctimas la referida transacción; zonas oscuras que deberán ser por supuesto materia de dilucidación en el juicio. 

Así las cosas, como el término prescriptivo de la acción penal debe empezar a contarse a partir de septiembre 21 de 2012, dado que las conductas atribuidas comportan una pena de 76 meses de prisión, es evidente que a la fecha de imputación -mayo 20 de 2016- no había transcurrido dicho lapso, máxime que con la formulación de imputación se interrumpió ese término y a partir de ahí empezó a correr de nuevo término que para ambas ilicitudes se presentaría en mayo 20 de 2019. En consecuencia, se estima que la providencia adoptada se encuentra ajustada a derecho y por ende se acompañará la decisión de primer nivel.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia objeto de apelación. 
Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
 La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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